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María Elena Martínez 

Presidenta de la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Orientadas al Desarrollo (ANONG)

El tema es muy interesante porque por primera vez tenemos en nuestra región, tres gobiernos progresistas: Chile, Argentina y Brasil. Hoy llevan diferentes períodos de tiempo en el poder; el de Chile es el más antiguo, tenemos dos más nuevos, y una posibilidad en Uruguay, que mirando las encuestas hay grandes probabilidades (por supuesto que en este momento, y mirando la situación española de hace unos pocos días, nunca se sabe desde antes qué puede ocurrir), pero nosotros creemos que sí, que puede haber un gobierno progresista en nuestro país. Y esta coincidencia de orientaciones en cuatro países de la región creo que es algo muy auspicioso. Primero, América Latina nos consta que es de todos los continentes el más desigual, el más injusto en la distribución de su renta, en el que hay mayor pobreza y grandes fortunas, en el que hay una marginalidad muy importante. Y especialmente en esta región que estamos ahora —no es el caso de Chile, porque Chile es distinto, ya lleva varios períodos de gobierno progresista, ha sido el gobierno desde la salida de la dictadura— pero en los otros tres, y sobre todo en Argentina y en Uruguay, los gobiernos anteriores son en gran medida —por supuesto, que también hay otros factores, a nivel internacional y coyuntural, las distintas crisis que ha habido en el mundo hasta llegar a la crisis de Brasil, que ya es más de la zona, algo que no se podía prever tan seguramente— responsables de la situación de exclusión social y de marginalidad, los gobiernos anteriores han tenido mucho que ver. 
Por lo tanto, nosotros —aquí lo digo como ciudadana, pero también lo digo como presidenta de la ANONG— miramos con muchísimo interés y con entusiasmo esta posible modificación de la orientación en nuestro próximo gobierno. Y creemos que este coloquio que vamos a tener aquí es muy importante, porque el intercambio de experiencias entre aquellos que ya han estado en esas circunstancias y los que vamos a entrar, es muy útil —y lo digo egoístamente— para nosotros que recién podríamos entrar en esa situación. Por supuesto que viendo las distintas circunstancias de la realidad social, de la realidad política y de las posibles mayorías o no mayorías que estos gobiernos tengan en los organismos legislativos, pero creo que es algo en que la discusión puede hacerse muy, pero muy conveniente. 

Desde el punto de vista de nuestra sociedad civil nuestras organizaciones de la sociedad civil no son las mismas que salieron de la dictadura. Aquí en el Cono Sur, no sólo en Uruguay, las organizaciones de la sociedad civil no estuvieron bien vistas por los gobiernos de la dictadura, pero tampoco por los gobiernos posteriores. Todas nuestras ONG también tuvimos una posición de muy poco relacionamiento con el Estado. 

La situación cambió en la realidad social uruguaya, y también cambió para nosotros —vamos a reconocerlo—en nuestra financiación. La cooperación para el desarrollo que venía sobre todo de los países y las organizaciones europeas dejó de venir, hoy no somos en absoluto una prioridad, ni mucho menos; y eso nos acercó al Estado. 

Por otro lado, tenemos que ser concientes que hay en el mundo como una especie de «reconocimiento» (no sé si el reconocimiento es real o es solamente verbal) del papel de la sociedad civil. En este momento, somos llamados a cuánta reunión hay a niveles gubernamentales, a niveles de organismos internacionales, aún a reuniones empresariales, a los más distintos foros a tratar de decir algo.
El otro día un dirigente sindical en un coloquio de una ONG dijo: «los dirigentes sindicales tenemos conocimientos extensos como un océano, con la profundidad de diez centímetros»; yo a esta fecha, diría de mí lo mismo porque en los meses que llevo de presidenta he tenido que hablar de las cosas más exóticas. Y eso nos preocupa, porque significa que estamos en el candilero. ¿Por qué?, porque somos el proveedor de servicios más barato y más confiable. Confiables en el sentido de que no somos deshonestos, en que sabemos lo que estamos haciendo. Creo que muchas veces los organismos gubernamentales aunque no lo digan, tienen esa idea de nosotros.
La Asociación Nacional de ONGs, ANONG no es una organización que tenga una vinculación con un partido político, no es una organización neutra porque quien está a favor de crear ciudadanía, a favor de eliminar la marginalidad y la exclusión social nunca es neutro, pero no somos en absoluto partidarios y vamos a actuar en esa consecuencia. Pero un gobierno que tiene como sus prioridades, como debería tenerlo un gobierno progresista, que es eliminar la pobreza, lograr que la infancia en nuestro país tenga igualdad de derechos y no que unos estén signados por el lugar donde nacieron a ser «carne de cárcel» frente a otros que ya lo tienen todo, por decir dos cosas mínimas; yo creo que en ese sentido, nosotros vamos a tener una relación que puede ser interesante porque podemos querer, tener objetivos muy similares.
Ahora bien, nosotros pensamos que la sociedad civil no es un administrador de pobreza, no es un ejecutor de actividades programadas por otro. Creo que tenemos conocimientos, capacidad y además el derecho a estar allí. Nosotros no representamos a nadie, nosotros somos una parte de la sociedad que estamos más cerca de toda esa diversidad que son los problemas de la sociedad civil, y creo que debemos estar no sólo en la ejecución como estamos hoy —y que a veces nos llevamos los palos en las malas ejecuciones— sino que debemos estar en el diseño y en la implementación de estos programas; y eso es lo que nosotros hemos estado tratando de decir más de una vez a autoridades de gobierno. 


A mí me gustaría mucho oír ahora lo que van a decir nuestros compañeros que ya han tenido estas experiencias y de los cuales podemos aprender mucho.

Los distintos niveles de relación entre sociedad civil - gobierno

Eduardo Ballón

Presidente del Comité Ejecutivo de ALOP

Debo empezar confesando mi perplejidad y mi angustia por tener que estar sentado acá. Perplejidad, porque provengo de un país que tiene un gobierno que definitivamente no es progresista y que frecuentemente me pregunto si merece el nombre de tal; no de progresista sino de gobierno. Angustia, porque a partir de esa perplejidad podía suponer que mi participación en esta mesa obedecía a mi condición de presidente de una asociación regional de ONGs, lo que en teoría me calificaría para dar una imagen o una panorámica general sobre un tema que me genera sentimientos ambiguos no en mi condición de presidente de ALOP sino en mi condición de ciudadano latinoamericano. Y quiero transmitirles de alguna manera, mis sensaciones ambiguas frente al tema. 

Gobiernos progresistas. En un uso común podríamos hablar efectivamente de un cierto tiempo de progresismo en distintos gobiernos de la región: claramente Chile, Brasil, algunos dirían la Argentina de Kirchner, los más audaces se acordarían de la transición encabezada por Paniagua en Perú, y hasta los habría —que los hay— quienes reivindicarían la figura de Chávez. Es más o menos claro que estamos hablando de fenómenos distintos, diversos, de sociedades distintas y diversas. Estamos hablando de gobiernos de dos partidos como el Partido Socialista y el Partido Demócrata-Cristiano en Chile; de una suerte de partido movimiento nuevo en la región, muy potente, que articula a sectores de sociedad civil, movimiento sindical, distintos núcleos de izquierda que es el Partido de los Trabajadores en Brasil: y esta cosa histórica que ha tenido un papel tan fuerte que ha tenido la historia argentina, que es el Partido Justicialista.

Simultáneamente estamos hablando de sociedades que apostaron de manera diversa. La sociedad chilena, que al apostar por socialistas y demócratas-cristianos, apostaba por un cambio y apostaba también por una determinada estabilidad. La sociedad argentina que creía que se iban a ir todos y que terminó teniendo que optar entre distintos representantes del justicialismo. A Chávez, que es un fenómeno bastante distinto y que tiene sin embargo —hay que señalarlo y reconocerlo— una aceptación popular significativa. En esta realidad diversa, y asumiendo que nos estamos refiriendo a ese tipo de fenómenos, como gobiernos progresistas; entonces, lo primero que me pregunto en general es, cuáles son los márgenes de acción reales, posibles que tienen esos gobiernos, todos y cada uno de ellos en el contexto de mundialización y globalización que vivimos hoy día. Yo diría más, básicamente, ¿cuáles son los márgenes de acción de la democracia, o cuánta inequidad, cuánta pobreza y cuánta exclusión soporta un régimen político que en sentido estricto nos llegó por barco como nos llegó por barco el marxismo? 

La segunda pregunta que me surge, constatando esta realidad difícil es cuáles son las posibilidades de esos gobiernos en un contexto en el que lo que uno observa en el mundo social son sociedades despotenciadas, que perdieron los principios, que generaron cierta centralidad en el proceso de constitución de clases sociales en la región, que han mostrado una capacidad de resistencia y una capacidad de innovación enorme incluso en el terreno de la política, desde los espacios micro, los espacios locales hasta algunos espacios nacionales, porque el PT por ejemplo, es una creación social que nadie puede negar ni desconocer. ¿Cuáles son las posibilidades de esas sociedades despotenciadas?, que a pesar de estas capacidades son desfragmentadas, tienen una mirada por decirlo, menos escéptica de la democracia. El reciente Informe del PNUD sobre la democracia en la región constata con indicadores bastante bien elaborados desde mi punto de vista, que hay cerca de un 50% de ciudadanos de la región —y los porcentajes son particularmente elevados en algunas de estas sociedades con gobiernos progresistas— que estarían dispuestos a cambiar la democracia por seguridad económica. Si articulamos este dato con la duda anterior que tengo sobre los márgenes de maniobra de estos gobiernos y de la democracia, tenemos un escenario más complejo aún. 

Una tercera pregunta posible, ésta sí desde la especificidad de la parte microscópica del mundo de la sociedad civil al que pertenezco, las ONGs, que como ha sido señalado, se representan única y exclusivamente a sí mismas, ¿cuáles son los modelos posibles de relación con sectores de la sociedad civil y con las ONG en particular?. Si uno mira algunas de esas experiencias, yo tengo la impresión que hay lógicas en algunos casos de cierta cooptación de proveedores de servicios, una relación instrumental, un aprovechamiento de capacidades, un aprovechamiento de conocimientos y de experiencias, yo diría en última palabra, un aprovechamiento de la capacidad de mediación que han mostrado muchas de las ONG de desarrollo en varios de esos países. En otros casos, un proceso de convocatoria a individuos vinculados a estas ONG, ya no son las ONGs en general, son individuos que terminan en los distintos sectores del Estado, a partir de su legítima militancia, de su vinculación con los partidos que están en el gobierno y/o de sus capacidades técnico-profesionales. 
En cualquiera de estas dos alternativas, y me da la impresión que hay por lo menos una situación que combina de las dos cosas, en cualquiera de estas dos alternativas lo que uno constata en los casos más avanzados es que como decimos en mi país, una cosa es con guitarra y otra cosa es con cajón. Los individuos que no somos naturalmente ni buenos ni malos, nos transformamos en función a los roles que desempeñamos y en función a los lugares que ocupamos. Y en este proceso de transformación, uno de los costos que en algunas sociedades empiezan a pagar las ONGs es el tipo de relación, el tipo de vínculo que más institucionalmente tienen con el Estado. 
Este es un tema complejo, hay una lógica que establece como deseable el derecho a fondos públicos, que debiera ser concursable y al que debiera acceder la sociedad civil, no las ONGs exclusivamente. Y simultáneamente una lógica por la cual estos fondos se limitan a organizaciones profesionales, se concursan y en general se convierten en prácticamente los únicos sino la mayoría de los recursos a los que pueden acceder estas ONGs. En ese proceso, el riesgo vivido en algunas de las sociedades con gobiernos progresistas es un vaciamiento de cierto contenido de las ONGs, es una pérdida de su capacidad de crítica, por las condicionalidades que supone el financiamiento. No nos engañemos, las condicionalidades existen siempre, en este caso es el Estado, en otros casos, la cooperación internacional. Pero es más o menos claro que esto de alguna manera interpela, plantea interrogantes a lo que fue el rol y de alguna manera lo que las ONG dimos en llamar la misión que nos asignamos en la década del ochenta y en la primera mitad de la década del noventa. 

Transmitidas estas dudas, estas perplejidades y de alguna manera estas angustias; y reconociendo, digamos que por lo menos hasta hoy día yo, en términos personales, rabiosamente prefiero ubicarme del lado de la sociedad civil antes que del lado del Estado; y sin embargo, entendiendo y reconociendo, es más, reivindicando el rol que tiene que cumplir el Estado en la región, entiendo que el tema es de la mayor importancia en una sociedad como la uruguaya, donde la posibilidad de que el Frente Amplio resulte siendo gobierno. En ese escenario creo que discutir el tema es indispensable. Y discutir el tema, y con esto concluyo —porque tanto Silvio Caccia Bava como Luis Mogallón vienen de sociedades que tienen experiencias concretas de esto que de alguna manera entiendo que es descrito como gobierno progresista— entiendo que desde el mundo de las ONGs que es en el cual me ubico, el desafío sustantivo es volvernos a preguntar ¿qué significa nuestro rol de mediación en este tipo de escenarios?, y ¿cómo ese rol de mediación puede mantenerse de forma efectiva y puede interlocutar con el Estado?, puede incluso contratar con el Estado sin sacrificar la posición en la sociedad civil, y sin sacrificar esta voluntad no siempre explícita y no siempre felizmente llevada a la práctica de politizar permanentemente la sociedad civil en tanto partes de ella y la relación entre sociedad civil y Estado.

El caso de Brasil
Silvio Caccia Bava

Sociólogo y Master en Ciencias Políticas por la Universidad de San Pablo.

Coordinador del Instituto Pólis – Instituto de Estudios, Formación y Asesoría en Políticas Sociales

Quiero decir que también es un gusto esta aquí. Ya estuve acá hace unos ocho años en esta sala, discutiendo la integración del Mercosur, en aquel momento yo era presidente de la Asociación Brasileña de ONGs, y nosotros valorizamos mucho esto. Hay hoy un director de la asociación aquí presente también, asistiendo a este debate. 


Es verdaderamente un tema que concierne mucho a la sociedad civil, el rol de la sociedad civil en situaciones de gobiernos que se proponen a cambios sociales. Cómo se hace la articulación de la sociedad civil con las iniciativas del gobierno, y todo lo demás. Yo voy a ser muy sintético, voy a poner unos tres puntos de discusión. Pero hay en verdad un punto de partida que es la expectativa. Después de cuatro campañas electorales, nosotros en Brasil elegimos un presidente que fue metalúrgico, que construyó la principal central sindical obrera, que construyó el primer partido de masas en Brasil —que el es el Partido de los Trabajadores— y que tenía un propósito, un programa, una firme disposición de cambiar la situación de inequidad, de pobreza, de injusticia social en nuestro país. En las tres campañas anteriores, Lula perdió, perdió por poco, pero perdió. Hay que considerar el rol de los medios en manos de los conservadores, hay que considerar que una parte de nuestra sociedad es una sociedad que no quiere el cambio y hay que considerar una estructura de poder que garantiza la inequidad —una de las mayores del mundo, en Brasil—.

Entonces, hubo una expectativa muy grande. Finalmente, llegó el momento del cambio, finalmente ahora se constituyeron las condiciones para que pudiéramos enfrentar a los problemas sociales de la mayoría. Y esta expectativa, de cierta manera es resultado de treinta años de luchas sociales que se acumularon, que formaron a los dirigentes que están en el gobierno, y que de alguna manera somos nosotros de allá, los reconocimos a los compañeros de muchos años de militancia que están en cargos estratégicos en el gobierno. 
En esta situación, el primer punto que yo quisiera referirme en esta discusión es justamente este punto que nuestro presidente de ALOP sacó como uno de los puntos importantes: el tema de la soberanía. Es que pasado un año y medio de gobierno no se ven señales de cambio muy sustantivas. Las políticas siguieron siendo las mismas de antes, a veces hasta profundizadas. El desempleo creció, el ingreso de los asalariados cayó 15%, hubo un esfuerzo del Estado de producir un superávit primario mayor de lo que fue el acuerdo con el FMI, y la situación de las políticas sociales tuvieron restricciones muy grandes, cortes presupuestarios. Y uno se pregunta en esta situación: ¿qué pasa?, ¿por qué ocurre una cosa así? Si nosotros sabemos que estos compañeros de allá tienen firmes convicciones y están justamente allá porque los pusimos allá para producir el cambio. 
Una de las primeras cuestiones que vienen al caso, es más coyuntural. Hubo una alianza con sectores conservadores para que se pudiera hacer la mayoría para la elección. Pero esto no explica porque el soporte social que el gobierno Lula tuvo en el primer momento era abrumador, podría hacer movilizaciones, podría convocar a la sociedad a medidas de cambio sustantivas, y no evaluamos que sea solamente una herencia del pasado lo que inmovilizó de cierta manera las primeras iniciativas. Porque tuvimos algunas reformas como las reforma tributaria, como la reforma pre-presidencia, que tuvieron un carácter neoliberal, que tuvieron restricciones de derechos, y estos no son pasos de un momento coyuntural; son cambios que llevan años para que se cambien otra vez. Entonces, hay una pregunta de fondo que nosotros no sabemos responder en este momento ¿cómo un gobierno que tiene esta característica tuvo la necesidad de tomar iniciativas que pudieron promover rupturas, que pudieron cambiar en un sentido la equidad, la justicia social y todo lo demás, el escenario brasileño? Este es un primer punto. 

El segundo punto es un conocimiento desde adentro de cómo funciona el Estado nacional, que por primera vez, este sector de la sociedad se aproxima. Tuvimos estos sectores sociales que pudieron conocer muy bien cómo funciona el gobierno en la municipalidad, en algunos experimentos más recientes pudieron conocer también cómo funciona el gobierno de la provincia. Pero nunca tuvieron acceso a las políticas estratégicas, cómo se maneja la política económica, la política de las relaciones internacionales, en fin, la Política con «P» mayúscula. Y lo que están para descubrir es que la estructura del Estado, que es la herencia, es una estructura que no sirve para promover el cambio y la participación ciudadana. Es una estructura jerárquica, vertical, centralista, autoritaria, construida para promover políticas de clientela, para garantizar la reproducción de los mecanismos políticos que garantizan a las élites estar continuamente en el poder. Y la dificultad es enorme. 
Yo por ejemplo, pertenezco a un consejo que se llama Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria, como representación de la sociedad civil, y descubrimos que hay siete ministerios que tienen sus programas sociales, y que tienen sus pobres, y que un ministerio no sabe lo que es el catastro del otro, y que muchas veces hay una superposición de beneficios por cuenta de esta ignorancia. ¿Y por qué esto?. Porque los programas sociales tenían como primera motivación producir las condiciones políticas para que los dirigentes del ministerio pudieran fortalecerse en el escenario. Así que por ejemplo, la dificultad de construir un catastro único es una cosa que aparentemente es muy simple, pero dice mucho de cómo funciona el Estado a la hora de hacer su política. Entonces, no tengo dudas de que entrando en un período en que se proponen cambios sociales, es más que necesario hacer una reforma del Estado desde el principio del gobierno, abriéndolo a la participación ciudadana, a mecanismos de descentralización de las políticas, a reconocimiento de las particularidades que existen en cada territorio, en cada región, para poder acercarse a las soluciones que están disponibles, que existen de facto en cada situación particular.

El tercer punto es más complicado y dice lo siguiente: no hay en todo el mundo una experiencia hasta ahora, de una transición que sale del modelo neoliberal, que construye un paradigma solidario de desarrollo, no existe. Entonces, la crisis de gobernabilidad (si pudiéramos llamarla así) se superpone a una crisis mayor que es la crisis que nosotros compartimos que es: si el neoliberalismo hoy pierde su condición hegemónica, sigue existiendo como forma de ejercicio del poder. Pero ya no es más el pensamiento único, ya no es más inyectado en nosotros como la única vía de solución de los problemas sociales. Entonces, ¿cuáles son los caminos alternativos? ¿Hay situaciones posibles de cambio en el plan nacional? Estamos viviendo la conformación de bloques (Mercosur, y todo lo demás); y  yo creo que es estratégico considerar la importancia de esta articulación. Pero esta articulación no puede ser en el marco de la integración bajo la lógica de mercado. Tendría que ser una integración marcada por la integración política en vistas de construcción de situaciones en que la ciudadanía sea valorizada, las expectativas, necesidades e importancia de la agenda social, dicho de otra manera, tendríamos que buscar una economía que pudiera ser social, y no dividir la política social y la política económica. Tendríamos que  tener soluciones para organizar el aparato productivo para generar empleo, redistribución del ingreso y de la riqueza y democratización de la democracia. Nuestras democracias formales no sirven para la búsqueda de la equidad. Tenemos que buscar otras formas de participación. Entonces, problemas de este tipo dicen a la sociedad civil que está con una inquietud, con una discusión en todas partes del país, donde las personas preguntan ¿qué pasa?. Y hoy se está madurando la idea de que no es posible transferir al gobierno una responsabilidad que es de la ciudadanía. No es posible pensar —porque es un pensamiento en el marco liberal— que una vez electo, está delegada al gobierno la tarea de transformación. Y en cierto sentido, lo que pasa ahora, yo creo es un poco el calentamiento de la situación política actual (las huelgas están ampliándose, hay manifestaciones de los Sin Tierra, de los Sin Techo), y yo diría que el cambio social de Brasil hoy, depende mucho más de poner el bloque en la calle que esperar que los gobernantes lo hagan; porque en una situación electoral donde tenemos las personas que tenemos en el gobierno, hay presiones fuertes, permanentes, continuas de las fuerzas económicas, de la media bajo control, de los sistemas financieros internacionales. 
Nadie sabe si la capacidad de movilización de la sociedad civil brasileña sea capaz de enfrentarlas. Pero el camino a que se apunta —y hay iniciativas como la creación de una coordinación nacional de los movimientos sociales, de construcción de redes de redes nacionales que se movilizan entorno a una construcción de una agenda común— es que la tarea en este momento no la podemos dejar solamente en manos del gobierno, hay que garantizar que la agenda de cambio social sea la agenda sustantiva que movilice también y principalmente a la sociedad civil. No sabemos si eso es posible; quizás no lo sea, quizás sea un cúmulo que tenemos que pasar para enfrentar otras elecciones y otros gobiernos, y acumular hacia la conquista de mejores condiciones. Porque asumimos la dimensión de la alternancia política en función de elecciones democráticas, y este gobierno tiene para más de dos años y medio, y después puede ser que no sea. 

Entonces, una de las enseñanzas que me parece muy importante de la cultura política nuestra es que la transferencia de poder hacia representaciones tiene que tener límites; la ciudadanía tiene que garantizar a través de sus representaciones colectivas una permanente presencia en la escena política, y por esto considerar que el campo de disputa, el campo de conflicto social es algo que no va a desaparecer, y sigue siendo el eje de organización de nuestras prácticas.

Chile: quince años de un gobierno de concertación
Luis Magallón

Graduado en Administración Pública con énfasis en la Administración General de Servicios y Empresas Estatales (Universidad de Chile)

Director de Operaciones del Centro de Estudios Sociales y de Educación – SUR

Yo al igual que Eduardo Ballón, soy otro angustiado en esta mesa, porque no soy un desertista político ni sociólogo ni antropólogo, y me preguntaba por qué me pidieron que me sentara acá, y al final la única explicación es porque soy chileno y tengo que hablar de Chile. Pero a pesar de eso, estoy muy contento, tengo mucho placer de estar de nuevo aquí en el Claeh, institución con la que tenemos una relación histórica de muchos años y por eso acepté este desafío de tener que contarles y hablarles un poco sobre la realidad de Chile.

En primer lugar, lo que habría que señalar es que efectivamente la coalición de gobierno de la Concertación ya va a cumplir casi quince años de gobierno, lo cual en el caso de un país como el nuestro es bastante relevante porque es la primera vez en la historia que una coalición de gobierno tiene una prolongación en el tiempo de esta magnitud; y además que todavía goza del apoyo de una mayoría ciudadana. En el caso nuestro, el gobierno progresista de la Concertación que incluye demócratas-cristianos, socialistas, partido por la democracia y radicales, tuvo que asumir después de un largo período, de una larga noche oscura de dictadura en la cual una de las cosas que hoy día nos damos cuenta que ocurrió es que como sociedad fuimos fuertemente impactados por ese período. 
Hay un proceso de cambio de identidad muy fuerte en la sociedad chilena en ese tiempo, y si a eso le sumamos que a comienzos de los noventa, cuando asume la Concertación nos encontramos con dos fenómenos que son comunes a todos nuestros países, que es el de la globalización y de la modernización, entonces ustedes entenderán que la realidad, el escenario con que comienza la Concertación no era un escenario fácil. La fragilidad de la recuperación de la democracia también estaba presente, los militares estaban al acecho igual de manera de que lo que nosotros hemos denominado período de transición, ha sido muchísimo más largo y más complejo de lo que imaginábamos al inicio, o sea, podemos decir hoy día que con el tercer gobierno de la Concertación, con el gobierno del presidente Lagos, estamos terminando ese ciclo y se comienza a percibir un nuevo período que evidentemente es un período que tiene que ser de cambio, un período de cambio no sólo como desafío para la Concertación y para las fuerzas progresistas sino también es parte del discurso hoy día de la derecha.
De manera que en la cabeza de todos los chilenos está este sentido del cambio y por lo tanto, la Concertación tiene el desafío de pensar qué de nuevo le vamos a ofrecer a los chilenos. Y para poder decir qué de nuevo le vamos a ofrecer a los chilenos, yo creo que hay también que hacer un análisis quizás un poco crítico de lo que es hoy día nuestra sociedad y lo que es hoy día lo que se llama progresismo en Chile. 
En ese sentido, lo primero que uno observa es que nuestra sociedad tiene un profundo cambio cultural, un profundo cambio de valores, y eso se puede observar bajo tres hechos o tres fenómenos: uno que se ha perdido el sentido del nosotros, se ha perdido el sentido de lo colectivo, el sentido de lo asociativo; y eso lo vinculamos con un segundo hecho que lleva a que seamos una sociedad donde los sentidos están puestos en los procesos de individualización. Es decir, una sociedad donde las personas entienden que los procesos de cambio, de mejoramiento de su situación personal y familiar pasa por sus propias capacidades y sus propias oportunidades que sea capaz de construirse. Y junto con este proceso de individualización hay un proceso también de individualización negativo, ya que se produce en algunos sectores, sobretodo en los sectores más precarios. Y lo tercero es esta cultura del consumo, que hace del mercado el elemento central donde se establecen las relaciones y el espacio fundamental donde la gente se procesa sus posibilidades de cambio, de mejoramiento y de oportunidades. Es decir, hemos reemplazado la cultura del trabajo por la cultura del consumo.

Junto a eso, en términos de realidad social podemos observar también que se ha ido produciendo, si bien el gobierno de la Concertación ha logrado un conjunto de cosas positivas como por ejemplo lograr una transición exitosa, lograr un desarrollo económico que ha permitido un mejoramiento objetivo de las condiciones de vida —hoy día nuestros pobres son menos pobres comparativamente con lo que lo eran hace veinticinco años pero también los ricos son más ricos, son más poderosos que hace veinticinco años. Y eso ha generado un proceso de desigualdad muy profundo que no se compadece con una economía que ha estado en crecimiento sostenido durante los últimos veinte años; y donde hoy día nuestros indicadores de desigualdad son de los peores que hay en el mundo. 
Entonces, hay un déficit muy profundo que ha llevado a un proceso de fragmentación de la sociedad, fragmentación visible además desde el punto de vista urbano de nuestras ciudades —uno puede recorrer la ciudades de Chile y saber perfectamente dónde están los barrios de la gente con dinero y los barrios de la gente marginal o la gente que tiene menos recursos—. Eso también lleva a que esta fragmentación la gente se refugie en su propio territorio, y hay poca comunicación trasversal entre los ciudadanos, la gente tiene su propia identidad ahí, tiene sus propios códigos, tiene su propia forma de subsistencia y no tiene mayor vinculación con los sectores más integrados de la sociedad. 
Otro factor es que la gente vive el  presente, esto implica el abandono de las perspectivas de futuro; lo cual desde el punto de vista de la acción política hace este conjunto de elementos que para los partidos políticos sea muy dificultoso poder desarrollar su acción política y entender estos nuevos códigos con los cuales tienen que trabajar. Y lo concreto es que no los entienden y por lo tanto, se ha producido un distanciamiento de la política hacia los ciudadanos y de los ciudadanos hacia la política. 

Cuando uno se pregunta ¿qué es el progresismo en Chile?, es como la pregunta de ¿qué es hoy ser de izquierda? Es bastante difícil responderlo. Cuando me dijeron que había que hablar sobre las relaciones entre un gobierno progresista y la sociedad civil, yo decía bueno, ¿qué significa un gobierno progresista? Y lo que se me ocurrió es poder ilustrarles de alguna manera qué se entiende (o qué entiendo) por progresismo en Chile. 
Podría distinguir tres tipos de progresismo. Un progresismo tradicional que es el que proviene de las vertientes de pensamiento histórico más comunitario, más colectivista como el socialcristianismo, la socialdemocracia, el socialismo; que es un progresismo que quienes mantienen esas matrices es a quien les cuesta más hoy en día leer el país; y sus cuestionamientos son más de tipo ético, valórico, que un cuestionamiento a la sociedad que tenemos; hay un cuestionamiento al neoliberalismo pero no hay una propuesta alternativa sobre la cual trabajar. Entonces, es un progresismo que —yo diría— está un poco inmovilizado frente a la realidad. Hay un segundo progresismo que es el que está más contento, porque es el que le es más fácil leer la realidad, que es un progresismo liberal que visualiza, a la sociedad hay que leerla a partir del mercado, de la televisión y de los shoppings. Entonces, la sociedad, las nuevas plazas públicas donde se encuentra la gente, se sociabiliza son los shoppings donde se construye opinión pública y se informa a través de la televisión, y se dan las relaciones en el mercado. Y él que no está en el mercado no está en la sociedad. Este es un progresismo que está dentro de la Concertación también, y que lee los cambios de manera bastante simplificada. Y hay otro progresismo que es más moderno, que es el que intenta leer la sociedad de forma más integrada, mirarla más en su conjunto, y a partir de eso tratar en la nueva realidad de desarrollar una acción pública, una relación política de nuevo tipo. Pero objetivamente, si uno quisiera hacer finalmente una conclusión sobre la acción política de estos tres progresismos en función de una sociedad más participativa, de una sociedad más integrada de ciudadanos comprometidos con los procesos políticos y con el país, ninguno de los tres progresismos logra entusiasmar y convocar a esta ciudadanía a participar en la realidad de hoy. 

En relación a la sociedad civil, ya he dicho algunas cosas sobre cuáles son los procesos que están ocurriendo ahí, pero quizás es interesante también mirar que la modernización del Estado no ha traído para la sociedad instancias de fortalecimiento. No ha sido correspondiente la modernización del Estado, las transformaciones que ha tenido el Estado no se han reflejado en la posibilidad de una ciudadanía que logre participar en los asuntos públicos, no tenemos una ley de participación ciudadana que permita eso, a pesar de que la constitución señala de forma ambigua y general que todos los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos, no existen los canales, no existen los mecanismos, no existen los instrumentos para que la sociedad civil efectivamente participe y pueda ser a la vez un controlador de lo que hacen el gobierno y sus funcionarios. 

Esta sociedad también en la medida que los partidos políticos no logran la representación política, no logran expresarse en la vida ciudadana como antiguamente, históricamente los partidos estaban implicados a nivel de la sociedad civil en sus organizaciones sindicales, campesinas, estudiantiles, etc. Hoy eso no ocurre, además nosotros hoy no tenemos movimientos sociales. Eso no significa que haya un tejido social débil en la sociedad chilena, hay quizás hoy más organización social que nunca; lo que pasa que es una organización social muy fragmentada, que muchas veces se construye una organización en función de un propósito muy específico, obtenido y logrado ese propósito desaparece esa organización y se vuelven a organizar cuando tienen otro problema, otra situación frente a la cual volver a levantar otra organización. 
No hay conexión entre las distintas organizaciones, no tenemos referentes nacionales que representen organizaciones de la sociedad civil. La Central Única de Trabajadores que fue en el pasado una representación muy fuerte de los trabajadores, muy potente, con mucha incidencia en la vida pública y política, hoy es bastante marginal y fundamentalmente se mantiene porque las asociaciones de funcionarios, de empleados del Estado participan en ellas (son los profesores, los funcionarios públicos, los trabajadores de la salud), esos son los que logran que todavía la Central Única de Trabajadores tenga una cierta representación. Pero lo que es el mundo del trabajo de la empresa privada, de los sectores agrarios, no tienen prácticamente una representación en la Central Única.
Lo mismo pasa con los estudiantes que en el pasado fueron organizaciones muy fuertes. Hoy incluso, por primera vez, la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile fue ganada por la derecha, y sus reivindicaciones son corporativas, no son reivindicaciones ciudadanas, políticas, de país. 
Entonces, tenemos una sociedad que si bien participa cuando es convocada, es una sociedad que hoy no tiene una coordinación, una relación entre organizaciones y sectores afines. Son organizaciones, también, en su mayoría, bastante desideologizadas, o sea, son organizaciones que responden fundamentalmente a necesidades de los barrios, culturales, de minorías, etc. O sea, no son organizaciones que están dentro de una perspectiva ideológica, desde un proyecto político. 

En relación al Estado y sus vínculos del gobierno con la ciudadanía, podemos decir que aquí ha ocurrido un proceso bastante interesante también para mirarlo. Es que en una primera fase del gobierno de la Concertación, cuando estaban todas estas preocupaciones por no generar conflicto al interior de la sociedad que repercutieran por cierto en la posibilidad que los militares de nuevo pudieran dar algún golpe, se llamó a la ciudadanía, a mantener la calma, a no generar conflicto, a apaciguar, su expectativa y decir: bueno, aquí hay un gobierno, este gobierno va a responder por sus exigencias, por sus demandas, por sus expectativas y vamos a tratar de hacerlo bien; y para eso convocó, al gobierno, a los mejores cuadros técnicos que habían en la sociedad civil.

Ya van catorce años y han procesado un conocimiento del Estado en términos técnicos, de su funcionamiento que hace bastante difícil sus recambios, y por lo tanto no sólo se han burocratizado, en el buen término, sino que se ha generado una tecnocracia al interior del Estado desvinculada de la sociedad. Es muy difícil establecer un diálogo con los técnicos del gobierno, ya no sólo en términos de ideas sino en términos físicos. Es muy difícil que concurran cuando uno los invita a conversar, a dialogar sobre sus temas, y cuando lo hacen aparecen, dicen lo que tienen que decir y se van, y no escuchan, lo que la gente quiere preguntarles o comentarles. Entonces, es una tecnocracia un poquito arrogante, que se siente muy sabedora de lo que hace, pero es una tecnocracia que ha ido perdiendo la sensibilidad de lo que pasa en la sociedad, y eso tiene un peligro muy fuerte.

Es cierto también que el gobierno ha tenido que cumplir un doble rol en relación a la sociedad: frente a una ausencia de partidos políticos que intermedien la relación entre sociedad y Estado, el gobierno ha tenido que cumplir las dos cosas, o sea, ha tenido que ser un gestor del Estado, tiene que hacer funcionar el Estado, y tiene que ver cómo establece las relaciones con la sociedad. Entonces, ha creado una serie de canales formales de participación, de conexión con la sociedad; pero como son muy formales, como son muy estructurados, como son muy burocratizados, lo que llega también es una opinión de la sociedad civil, una demanda de la sociedad de la misma forma, o sea, muy recortada, muy fragmentada y que no da cuenta entonces de, efectivamente cuál es la expresión ciudadana hoy. 

Entonces el peligro, para terminar, que nosotros vemos es que si bien ha habido,  catorce, quince años de Concertación que han logrado estabilizar de alguna manera la democracia, darle gobernabilidad al país, lograr crecimiento económico, paz social, etc., hoy es un gobierno y un sistema político de representación política desde la Concertación bastante impopular, bastante alejado de los cambios que ocurren y de las sensibilidades que hay a nivel de la sociedad, y se nos ha metido con mucha fuerza el populismo, el neopopulismo de la derecha que logra penetrar sectores populares y tener representación en sectores populares donde nunca antes los tuvo. Y así como en el año 2000 casi perdimos la elección con Lagos —hemos ganado recién en una segunda vuelta— se ha mantenido una adhesión en las encuestas muy fuerte. Y el próximo año que hay elecciones presidenciales no sabemos cuál va a ser el resultado. Lo interesante para la Concertación es que uno de los cambios más importantes es que es posible que el candidato de la Concertación sea una mujer. Eso desde el punto de vista cultural en el país es un tremendo cambio, una tremenda novedad y que se esté logrando aceptar que una mujer puede ser presidenta en Chile significa que por lo menos en estos quince años algo ha pasado de positivo y la sociedad no está tan pérdida a pesar de todo, frente al futuro.
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Me voy a referir a los cuatro países del Cono Sur con gobiernos calificados como progresistas: Argentina, Chile, Brasil y me voy a referir a Uruguay como si el Encuentro Progresista (EP) ganara las elecciones, lo cual aún no es así pero voy a hacer una especie de ejercicio de simulación. No es así todavía, estamos recién iniciando la campaña, pero para poder colocarlo a Uruguay en pie de igualdad con los otros me voy a referir a Uruguay como si el EP estuviera ya encaramado al sillón presidencial (pero para los compañeros que no son uruguayos existe una probabilidad de que el EP pierda las elecciones; claro, es baja pero existe, y la campaña recién empezó). 

La palabra progresismo es una palabra maldita, que yo no sé quien la eligió, pero es una palabra complicada. Entonces me voy a referir básicamente a gobiernos de centroizquierda por gobiernos progresistas que es algo más comprensible y más claro en la literatura. Porque hay otra manera de entender el progresismo que es el eje conservadores-progresistas. Por ejemplo, en ese eje, los progresistas tendrían que haber votado todos a favor del aborto en el Parlamento y ya se sabe que alguno de los que pertenecen a la izquierda, por ejemplo, no se colocaron enteramente del lado progresista en una discusión como el aborto
. Entonces, a este eje progresista–conservador que hace a otro tipo de agenda, a la agenda liberal del otro liberalismo, vamos a dejarlo por el momento de lado porque las relaciones son a menudo complicadas entre izquierda y este otro progresismo. Entonces me voy a referir a gobiernos de centroizquierda.

Y acá la pregunta es si hay gobiernos progresistas en el Cono Sur. Yo diferenciaría a Uruguay y Brasil de un lado, y Argentina y Chile del otro. Uruguay y Brasil por qué: si en Uruguay ganara el EP tendríamos un gobierno en manos de un partido claramente de izquierda como es el PT o el EP. No es el caso de Argentina porque el Peronismo tiene sus alas. Y tiene unas alas izquierda y derecha bastante diferenciadas y por ahora más o menos van todos juntos en el Congreso, pero el Peronismo tiene que ir hacia adentro si lo que quiere es ser un partido progresista, como muchos peronistas lo desean y transformarse en algo así como el Laborismo argentino. Va a tener que depurar su ala, su legado derechista —Menem es aparato y es historia, y es historia trágica además—.

Argentina es un caso diferente porque el gobierno argentino no está en manos de un partido que pueda ser calificado como de centroizquierda sino que ha triunfado un ala de centroizquierda dentro de un partido que es un partido catch-all —agarra todo, en el sentido de nuestros viejos partidos tradicionales— y en el caso de Chile lo que ha triunfado es una coalición donde el lado más izquierdo es el Partido Socialista, pero hay otro partido más a la izquierda que es el Partido Comunista, que por la legislación chilena —una legislación que viene heredada en buena medida de la dictadura— no tiene representación en el Congreso, aunque ha llegado a tener ocho por ciento de los votos, cinco en la última, pero no tiene representación parlamentaria, no está dentro de ninguna coalición. Chile funciona efectivamente como un sistema bipolar con una coalición de centroizquierda y una coalición de centroderecha —Alianza por Chile y la Concertación por la Democracia— pero en todo caso la Concertación por la Democracia tiene en su lado izquierdo al PS (que es el partido del presidente Lagos) y al PPD que son ideológicamente muy similares, pero tiene a la Democracia Cristiana que es el centro del espectro político. 

Esto me permitiría entonces diferenciar los países donde un partido claramente de izquierda estaría en el gobierno como el caso uruguayo y brasileño y los países donde existe una coalición como el caso chileno. Una coalición que va desde el centro hasta la izquierda, o donde el partido que gobierna es de hecho una coalición de fracciones de muy distinto signo ideológico como el Peronismo en la Argentina.

La segunda pregunta es la pregunta básica de la política, y es quién gobierna efectivamente. ¿Quién gobierna? Hay por lo menos tres dimensiones para entender quién gobierna en un país y no siempre mirar a la figura presidencial es lo que más luz nos va a arrojar sobre cómo se reparte el poder en un país. La primera cuestión es quién constituye las mayorías parlamentarias. La coalición en el caso brasileño debe ser la coalición más amplia de todos los casos –de los cuatro casos que estoy considerando– porque es una coalición que va de la derecha a la izquierda. De hecho el Partido Liberal, que es el partido del vicepresidente, José Alencar, es un partido considerado de derecha, el PTB es un partido de derecha. Quiere decir que en esa coalición hay de todo. Pero claro, es una tremenda coalición, tienen como el setenta por ciento del Congreso. Esa sería la coalición más extendida: la coalición brasileña. ¿Eso qué significa?: que las reformas que necesitan ser aprobadas por el Parlamento hay que negociarlas en una coalición donde hay de todo. Cuando uno empieza a negociar un programa en una coalición donde hay de todo, el nivel programático y la coherencia de ese programa se ven reducidas como fue el caso de la discusión de la reforma tributaria en Brasil. Entonces, es muy bueno tener una coalición grande, si yo fuera gobierno querría una coalición que tuviera el setenta por ciento del Congreso, pero esto tiene costos para el progresismo muy altos también.

Lo mismo sucede en Chile, donde el gobierno de la Concertación es la coalición mejor armada de los cuatro países, pero donde el Partido Socialista tiene que negociar con la Democracia Cristiana, con el PPD y con el Partido Radical; son varios partidos y eso también implica un proceso de negociaciones complejo.

En el caso de Argentina el Peronismo tiene una mayoría abrumadora en el Congreso, porque además los peronistas tienen la mayoría de los gobiernos provinciales, pero hay que negociar dentro del Peronismo. Tampoco es sencillo y de nuevo hasta ahora el juego Duhalde-Kirchner ha sido un juego de apoyos recíprocos, pero habrá que ver en el futuro cómo el «kirchnerismo» –creo que es una exageración hablar de un «kirchnerismo»–, cómo esa ala progresista que parece estar dominando la escena política en Argentina, negocia con la otra, con la otra donde está Menem, donde está Duhalde, en fin: figuras a las cuales adjudicarle el término progresista es un poco exagerado (no con Menem pero con el menemismo que es el aparato clientelar más duro del Peronismo). Y sigue existiendo y negociarán.

Y en Uruguay, los encuentristas uruguayos están muy preocupados por ganar en la primera vuelta para poder asegurar una mayoría parlamentaria de un partido sólo, que es la frutilla de la torta: «tenemos mayoría parlamentaria en un solo partido, como mucho tendremos algún problema con el ala radical, con los radicales libres, o con el ala moderada, pero el problema lo tenemos adentro». A lo peronista, pero con un partido mucho más cohesionado como es el EP. Habrá que ver, porque no necesariamente ganar en la primera vuelta significa que uno tenga una mayoría parlamentaria holgada. Quizás tiene una mayoría parlamentaria de esas que tiene que disciplinar a todos sus diputados y todos sus senadores porque sino no logra sacar ninguna votación. 

Así que el hecho de ganar en primera vuelta y consolidar una mayoría parlamentaria es una falacia del pensamiento de izquierda en Uruguay. Para consolidar una mayoría parlamentaria en Uruguay, salvo que el EP saque sesenta por ciento, va a tener que negociar con fracciones de los otros partidos. Y como los uruguayos saben, las fracciones más cercanas ideológicamente al EP son sus enemigos políticos, paradójicamente, porque es mucho más cerca al EP la posición de Larrañaga dentro del Partido Nacional que la posición de Lacalle, pero Larrañaga va a ser el enemigo político de la izquierda probablemente. Y por ahí va la política uruguaya.

Entonces, desde el punto de vista de las mayorías parlamentarias no parece claro que en ninguno de los cuatro países haya una mayoría parlamentaria progresista en el sentido estricto del término. Creo que esto es bueno también para rebajar el nivel de expectativas que tenemos con respecto al gobierno y colocar las cosas en sus términos. ¿Quién está gobernando? Desde el punto de vista de la arena parlamentaria, no están dominando las fuerzas progresistas en este momento sino una coalición donde hay de todo, en los países donde hay gobiernos progresistas, es decir, en Chile, Argentina y Brasil.

La tercera pregunta es quién ocupa el Ejecutivo, porque una cosa son las mayorías en el Parlamento y otra cosa es ocupar el Ejecutivo. Ahí sí Brasil lleva las de ganar porque por más que haya repartido algunos ministerios, al PMDB por ejemplo, realmente el PT está, y el PT es el partido probablemente mejor organizado de Brasil, no porque no haya partidos bien organizados en Brasil sino porque el PT además tiene ideología, lo que es un plus —no solamente tiene capacidad de organización, cuadros, sino que además tiene ideología— y eso le permitió «ocupar el Estado». Entonces quiere decir que los cuadros del PT son los que están, con algunos ministerios que tuvo que repartir, son los que están sentados ahí, en el Estado brasileño. Y tratando de entender cómo funciona, porque además los partidos de izquierda en el estreno lo primero que tienen que saber es cómo funciona el Estado, cosa que los otros partidos no tienen ese problema. Así que también hay que bajar el nivel de expectativas de qué es lo que puede hacer un partido de estreno con una coalición que va de la derecha hasta la izquierda en el primer año y medio de gobierno.

En el caso de que el EP ganara en Uruguay posiblemente acontezca lo mismo que en Brasil, es decir, el EP se apoderaría de los tan codiciados cargos del Estado que durante un siglo han estado en manos del Partido Nacional y el Partido Colorado. Porque en Uruguay el poder no se reparte: lo tenemos nosotros o lo tienen ustedes. Pero en fin, no ha habido ningún ensayo, de esos ensayos que en Uruguay fueron buenos, sobre todo durante la primera mitad del siglo, de gobernar entre todos, porque en este país los blancos y los colorados bajo el esquema bipartidista, más o menos se las ingeniaban: armaban el colegiado, el gobierno de dos cabezas, la administración. Esa cultura política maravillosa Uruguay la perdió. Así que: o lo tenemos nosotros o lo tienen ustedes, y se ha instalado esa dinámica bipolar en la cual cuando la izquierda llegue efectivamente, va a estar de absoluto estreno porque yo tengo dudas hasta que sepa cómo están los números de Uruguay hoy en día.

En el caso de Argentina, efectivamente, el Peronismo, con todo lo que eso significa, domina el aparato del Estado, y en el caso chileno lo domina una coalición. Entonces esa sería la segunda dimensión.

Y la otra dimensión es –nosotros los uruguayos la olvidamos frecuentemente, porque tenemos una tradición unitaria, pero para entender el progresismo en el Cono Sur es importante tomarla en cuenta– son los gobiernos estaduales, provinciales o municipales, que para las relaciones entre gobierno y sociedad civil es una dimensión de la política fundamental. Porque de qué sirve tener, que es lo que le pasa a Brasil, un excelente plan de combate al hambre, en el papel, o aun tener excelentes instrumentadores del plan de combate al hambre, si después ese plan lo va a tener que implementar un municipio. Y ese municipio lo va a implementar como puede, como quiera y de acuerdo a su voluntad política, sus recursos y sus relaciones con el gobierno federal. Entonces, para países que tienen una estructura federativa como Argentina o como Brasil la capacidad de llevar adelante las políticas sociales y hacerlas efectivas en el plano municipal va a depender de las buenas relaciones del gobierno federal con esos otros gobiernos. 

Muy lamentablemente las izquierdas –los partidos de izquierda en el Cono Sur– tienen una gran capacidad de penetración en el electorado urbano de las grandes áreas metropolitanas y una baja capacidad de penetración en los distritos de menor población. En Brasil, el PT, en este momento, tiene trece gobernaciones y de poca dimensión, porque además perdió Rio Grande do Sul. En Uruguay por el tema de la macrocefalia capitalina que tiene Montevideo, y si gana el EP, deberá tener Canelones, y queda muy en duda cómo va a penetrar en el resto del interior del país. Este es un desafío para todos los gobiernos progresistas en la medida que la izquierda crezca de la manera que crece, es decir, concentrándose en las grandes áreas metropolitanas y con enormes dificultades para proyectarse hacia los distritos de menor población donde lo que triunfa es la política clientelar más básica y menos ideológica. Entonces, también desde el punto de vista de esa dimensión municipal, estadual, provincial, el panorama para los gobiernos progresistas no es muy bueno. 

Ahora vamos a ver lo que caracteriza a un gobierno progresista, a un gobierno de izquierda. Luis Magallón preguntaba qué significa ser de izquierda hoy en día. Vamos a recurrir a las dimensiones más clásicas. Clásicamente, se decía que ser de izquierda era una definición que se podía mapear en tres dimensiones: la dimensión económica, la dimensión social y la dimensión política.

Ser de izquierda en la dimensión económica, una política de izquierda en la dimensión económica, significaba un claro privilegio de un rol intervencionista del Estado y cuanto más a la derecha nos corríamos nos orientamos ideológicamente hacia un rol más protagónico del mercado en la asignación y distribución de bienes o de recursos. O sea, la dicotomía Estado-mercado caracterizó a la diferencia entre izquierdas y derechas durante mucho tiempo. Incluso hoy en Uruguay esa dicotomía Estado-mercado sigue siendo muy importante. Tal vez muchísimo más importante que en Chile, sin duda, y más importante que en Brasil y también más importante que en Argentina en buena medida, porque los uruguayos siguen siendo en términos relativos en la región los más estatistas de todos. Es decir, los uruguayos son aquellos ilusos que siguen pensando que el Estado va a resolver sus problemas y entonces votan en contra de la Ley de ANCAP, ya conocen la cultura política uruguaya. Pero en todo caso la dimensión Estado-mercado es una dimensión que divide a izquierdas y derechas. En ese sentido, ser de izquierda tiene un significado científico para nosotros, para organizar el mundo. Además la gente entiende qué es ser de izquierda, de derecha y se ubica perfectamente. Para la gente también tiene sentido la diferencia izquierda-derecha.

La segunda manera de entender y ubicar  las izquierdas y las derechas es lo que llamamos la dimensión social. Los izquierdistas son aquellos más fuertemente orientados a la igualdad. Esto lo dijo un liberal, como Bobbio, así que esta definición no es para nada sospechosa. La causa de las izquierdas es la igualdad y efectivamente en todas las encuestas de cultura política, la izquierda se define por su vocación igualitaria y por eso le gusta aquello de que pague más el que tiene más, que pague menos el que tiene menos. Esa es la dimensión igualitarista y la vocación redistributiva de las izquierdas.

En el plano político se complicó un poco más. Se supone que la vocación de las izquierdas era la democracia y la participación ampliada en la política, pero las experiencias de los países del Este y la experiencia de la Unión Soviética le dieron un duro golpe a la vocación democrática de las izquierdas. Quiere decir que desde el punto de vista político se nos complicó porque hay autoritarios de izquierda y de derecha. Pero en todo caso, para nuestra cultura política de ahora y dado que las izquierdas en América Latina no han tenido la oportunidad de transformarse en un bloque sino que a lo más han estado corridas por cuanta dictadura ha pasado, las izquierdas en América Latina siguen teniendo cierta vocación democrática, que desde el punto de vista político se expresa en lo que yo llamaría la intención participacionista de la izquierda. Todo lo que es el ornamento participativo, la versión de izquierda de la descentralización, todo eso también es patrimonio cultural de las izquierdas.

Entonces, ¿tiene sentido hablar de izquierda y derecha? Claro que tiene sentido, sigue teniendo sentido. Esas son las dimensiones clásicas de la diferencia entre izquierda y derecha, y nuestras izquierdas y derechas pueden ser comprendidas en ese marco.

Ahora vamos a la política real. Qué es lo que está diferenciando los gobiernos de izquierda y de derecha en el Cono Sur. Yo diría que hay cuatro dimensiones relevantes de las diferencias entre los gobiernos: gobiernos de izquierda, de derecha, de centroizquierda y de centroderecha, con todas las salvedades. La económica –que paradójicamente se ha transformado en la menos relevante de las diferencias y de la que más esperábamos–; la agenda social; la política externa y la relación con los actores sociales. Creo que hay diferencias en la actitud de un gobierno y en el posicionamiento de un gobierno en relación a estas cuatro dimensiones, según el signo económico del gobierno. Como la dimensión «política externa» tiene poco que ver con la relación del gobierno con la sociedad civil, la voy a pasar un poco por encima, pero me gustaría decir algunas cosas. Por lo menos es muy claro en la actitud del gobierno de Lula, del gobierno de Kirchner y las posiciones del EP en Uruguay que hay algunos ejes claves en materia de política externa que van a empezar a caracterizar a los gobiernos progresistas de la región. 

Primero, es la posición con respecto al Fondo Monetario Internacional. Por un problema de sobrevivencia nacional y las posiciones en relación a la deuda externa. Claro, ya no estamos en aquello del «no pago» a la deuda externa sino en acuerdos como el de Copacabana, de sacar el presupuesto de inversiones para calcular el superávit primario. Pero en fin, con relación al legado histórico, parecería que estas actuales negociaciones con el Fondo son muy menores, pero se están transformando en la marca de los gobiernos progresistas. Una distinta posición en la relación con el Fondo. 

Segundo, una reafirmación de la política regional. Eso también me parece que se está transformando en una cara de los gobiernos progresistas. Con relación al Mercosur lo que decía Lula era bastante más importante de lo que decía Serra, y ni que hablar de Menem versus Kirchner en relación al Mercosur. Ahí hay una diferencia muy importante en el posicionamiento sobre el Mercosur de los gobiernos progresistas o no de la región.

Y el último tema, que me parece que va a dar que hablar también en los próximos años, es el sentimiento antiamericano que se está apropiando de los latinoamericanos, que ya lo tenían, pero en fin, parece estar avanzando entre nosotros el antiamericanismo, hay una cierta reivindicación de la vocación latinoamericana de nuestros países. En tal sentido, háblenle a cualquier uruguayo de izquierda sobre Cuba y se va a encontrar una posición complicada: lo primero que dijo Tabaré Vázquez es «reanudaremos nuestras relaciones con Cuba» y hay que ver lo que han sido las posiciones de Lula en relación a Chávez, muchas veces bastante más comprometidas de lo que algunos de su propio partido le aconsejaban. Entonces ese latinoamericanismo me parece que va a ser una marca de los gobiernos progresistas de la región.

En cuanto a la dimensión que para nosotros era la más importante, la más básica, la dimensión Estado-mercado, esa dimensión parecería estar siendo bastante menos relevante que las otras. El Estado perdió capacidad reguladora y eso no se recupera ni en dos años ni en diez. Quizá no se recupere nunca o quizá nunca más volvamos a tener un Estado que por ejemplo controle precios. Esto no era absurdo hasta hace pocos años, simplemente esa capacidad, esas capacidades del Estado parecen estar en retroceso y que no sé si no es para siempre. Ahí tenemos una realidad que ha limitado enormemente el poder de maniobra del Estado. La otra realidad que se impone es que en Brasil y Argentina se ha privatizado la mayor parte del patrimonio público y el Estado está acorralado, teniendo que negociar tarifas públicas con cada unas de las empresas privatizadas; en Uruguay se ha hecho en menor medida, pero eso coloca al Estado unas enormes limitaciones desde el punto de vista de su capacidad de intervención en el mercado.

Por otro lado, el tema de la deuda. Si ustedes piensan lo que significa para Brasil la meta del 4,25 del producto para pagar el superávit primario, significa un estrangulamiento presupuestal terrible. Cuidado, nosotros estamos pagando ahora casi un dieciocho por ciento del presupuesto por concepto de intereses de deuda. Entonces, estos Estados con una negociación más acá más allá con el Fondo van a tener que enfrentar eso y buena parte del presupuesto se va a ir para contraer los compromisos internacionales, y por supuesto que por el momento está fuera de duda que los compromisos internacionales dejen de cumplirse para cualquier gobierno progresista. Ahora, siempre hay sorpresas. Argentina, con sus marchas y contramarchas, ha refijado su meta de superávit primario y ha renegociado con el Fondo, y no por progresista sino por desesperada. Es la que más cosas distintas podría haber hecho. Imagínense, los uruguayos, que somos unos buenos pagadores, no teniendo un margen de maniobra muy grande en la negociación de nuestra deuda, los márgenes y los límites que va a tener cualquier gobierno progresista para tener un Estado más interventor o con más capacidad de decisión van a ser estrechos.

Sin embargo, buenas noticias: hay cosas que sí un gobierno progresista puede hacer y que podrían hacer su marca respecto a un gobierno no progresista. Y una es la capacidad del rol regulador del Estado, porque una cosa no es prestar más servicios directamente, pero todavía quedaba aquello de la capacidad reguladora del Estado que se transformó casi en una cuestión de papel: las agencias reguladoras. Nosotros no estamos tan acostumbrados a esa discusión sobre las agencias reguladoras, pero en Argentina y en Brasil son discusiones cruciales.

Entonces, la recuperación de la capacidad reguladora del Estado es un deber para los gobiernos progresistas. En Brasil se empezó a producir algo y es una especie de empuje destercerizador del Estado, o por lo menos hubo un discurso en ese sentido, sobre la destercerización: volver a incorporar dentro del Estado servicios que antes estaban tercerizados.

Vamos directo a nuestro tema, la recuperación del rol asistencial del Estado. Le voy a llamar asistencial y no de bienestar, porque justamente creo que un Estado progresista va a tener más capacidad de asistencia que implementar políticas redistributivas en sentido estricto. A qué le llamo el rol asistencial del Estado: a la marca con la que Lula anunció la llegada de un gobierno progresista en Brasil. Yo no sé si ustedes se acuerdan, pero cuando se supo el resultado, la TV GLOBO entrevistó a Lula y le dijo: «¿cómo piensa usted que los mercados van a reaccionar?». Los mercados estaban muy nerviosos durante la campaña electoral y habían provocado algunas declaraciones destempladas de George Soros. Se había incluso creado el «lulometro», que medía la evolución del dólar a medida que se sabían las preferencias electorales en Brasil. Lula dijo una frase que para mí quedo como la marca del gobierno progresista: «los mercados tienen que entender que una persona tiene que comer tres veces por día» y anunció el lanzamiento del programa de combate al hambre. El programa de combate al hambre es un programa asistencialista en el sentido estricto, pero es la marca de un gobierno de izquierda decir que los mercados necesitan entender que una persona necesita comer tres veces por día. Creo que ese es el signo de los tiempos y que ahí nos tenemos que situar. Un gobierno no progresista no hubiera hecho eso.

Entonces, ¿a qué le llamo la recuperación del rol asistencial del Estado? A algo que sí me parece esperar de un gobierno de izquierda o centroizquierda, más allá de los límites económicos que le vienen impuestos, y es una mayor sensibilidad a los temas sociales, una agenda social un poco más robusta y una recuperación del rol no redistributivo pero sí distributivo del Estado. Quizá para un país como Uruguay no parezca tan importante, pero en Brasil la energía eléctrica no llega a todo el mundo, falta gente por alfabetizar, hay mucha población sin saneamiento. El Estado tiene que tener capacidad para terminar de hacer aquello que era el legado de la modernización, que era darle saneamiento, energía eléctrica y educación básica a todo el mundo. América Latina llegó al siglo XXI sin haber cumplido el piso que se suponía era el legado de la modernización. En eso un gobierno progresista debe tener más chances de hacerlo bien que un gobierno que no lo es, porque forma parte de su agenda de principios, forma parte de su agenda ideológica.

Pero para hacer un rol asistencial se necesita plata, no necesita meterse en bailes tan complicados como los que implican políticas redistributivas más fuertes. Pero para obtener esa plata precisa hacer algunas modificaciones en la política tributaria, Lula lo intentó implementar mediante el impuesto a la renta. Yo tengo mis dudas con respecto a cuánto mejor vamos a estar con el impuesto a la renta. ¿Qué quiere decir toda esta discusión del impuesto a la renta –la reforma tributaria–?: que para implementar las políticas distributivas de universalización de acceso a los bienes sociales que un gobierno de izquierda tiene que hacer puede no sacarle a los ricos para darle a los pobres, pero debe universalizar el acceso a los servicios básicos. Porque ahí sí nos caemos del mapa. Para hacer eso entonces, impuesto a la renta, la reforma tributaria, necesita modificar su política.

Esta sería la primera clave de las relaciones del gobierno con la sociedad civil en lo que tiene que ver con el manejo del Estado. La segunda clave es la clave propiamente política. Yo creo que los gobiernos de izquierda o centroizquierda son muy distintos a los gobiernos de derecha y centroderecha en su manejo político de las relaciones con la sociedad civil. Y acá voy a discrepar con los compañeros que me precedieron.

En primer lugar, hay cosas que se pueden hacer a nivel macro y a nivel micro. Cuando Lula llegó al gobierno reeditó algo que estuvo de moda cuando las transiciones hacia la democracia: los pactos de concertación. Y Lula reeditó el consejo de desarrollo económico-social. Existe también esa figura en nuestra constitución y quizá si sube un gobierno del EP también reedite un consejo de desarrollo económico-social. Estos consejos en general tienen un rol consultivo. Como no hay un diseño institucional fuerte, muchas veces no sirven para mucho pero sí sirven para algo: para ampliar la arena política para que allí se incorporen otros sectores, claramente el capital y el trabajo. No nos olvidemos que Lula llegó pregonando cooperación capital-trabajo, es decir, los empresarios y los sindicatos unidos para hacer a este país crecer. Ese era el lema de Lula, y lo tenían mucho más claro que la izquierda uruguaya.

Entonces, a nivel macro eso es una señal. Yo no sé cuanto sirven, porque ya no me acuerdo cual de los panelistas dijo «no es tan fácil hacer la transición de un modelo neoliberal a un modelo solidario». Y yo me pregunto que si en la transición de la dictadura a la democracia, cuando todo el diseño institucional estaba por rearmarse no se consiguió tener un pacto –ni hablemos de la Moncloa– mucho menos se consiguió tener una concertación con un mínimo de anclaje institucional, menos se podrá hacer ahora. Pero no obstante eso, estas experiencias de los consejos económico-sociales y de sentar a los sectores sociales a conversar con el gobierno ya para Uruguay sería una experiencia inédita. 

En segundo lugar analicemos la participación desde el punto de vista del nivel macro: la participación de la sociedad civil en las políticas del Estado. Quizá el ejemplo más importante que tenemos es en Porto Alegre y las propias experiencias de los gobiernos municipales de izquierda, por ejemplo la experiencia de la Intendencia de Montevideo. Yo sé que para la gente que trabaja en esto, en la Intendencia de Montevideo, me van a mirar con unas caras deprimidas o deprimentes. En todo caso siempre hay que tener una perspectiva histórica. Comparado con lo que había, la experiencia de la descentralización de Montevideo significó un avance sustantivo en el terreno de la incorporación de la gente al proceso de toma de decisiones, en términos históricos. Y para eso es necesario buscar formatos institucionales. El gobierno de la izquierda montevideana inventó cosas: los consejos vecinales, los consejos locales; los Centros Comunales primero y después los Consejos. O sea, hubo diseño institucional. Hay que hacer diseño institucional porque también como alguien dijo: «el Estado es una institución antipática a la participación ciudadana». Sí lo es, pero no porque es clientelista. Quizá en Brasil además se le sume el clientelismo, pero la estructura del Estado es antipática a la participación ampliada. No está diseñado para eso, el Estado está más diseñado para sus planes quinquenales y para ser un aparato burocrático y, en el mejor de los casos, eficiente. No esta diseñado que para que todo el mundo entre a discutir y generar un asambleismo permanente como el del presupuesto participativo. Estoy ironizando pero efectivamente el Estado no está armado para eso y quien lo dijo tiene razón. Y no es culpa del clientelismo. El Estado no está armado para que la gente participe. Para eso hay que cambiarlo, hay que generar diseño y aun así no hay que esperar demasiado, aun así no hay que esperar grandes cosas, pero la izquierda lo ha hecho. Hay experiencias de que lo ha hecho. 

Y después, desde el punto de vista micro, también creo que por lo menos en la Intendencia Municipal de Montevideo y los convenios con las ONG para la implementación de políticas sociales han sido bastante más abundantes que con las intendencias anteriores. Siempre las ONGs se van a quejar de una cosa: de que son la mano de obra barata que implementa las políticas, es decir, una especie de empresa tercerizada y no participan en el diseño de las políticas. Quizá el Estado sea una cosa muy grande y en algunos lados eso sea más así y en otros lados haya más participación; en todo caso estas políticas de descentralización e incorporación de las ONGs como prestadoras de servicios no tienen ideología porque todos sabemos que el Banco Mundial ha obligado a los gobiernos a generar contratos de ese tipo, es decir, han estado en la letra y en el espíritu de los organismos multilaterales antes que en el de la izquierda, o han funcionado porque han estado ahí. Pero en todo caso yo creo que la experiencia de la Intendencia muestra (hay libros sobre eso, y ustedes lo saben mucho mejor que yo, pero hay mucha experiencia acumulada) sobre las dificultades para una buena relación entre organizaciones de la sociedad civil y Estado. Pero hay experiencia acumulada que indica que se intentó y se seguirá intentando.

Y por último, hay una diferencia sutil, entre un gobierno de izquierda, yo lo he visto con Lula y también lo he visto con el gobierno de la izquierda en Montevideo. Pero lo he visto con Lula y eso que a Lula no le precedió el derechismo rampante sino que estaba Fernando Henrique Cardoso, que pertenecía a un partido de centroizquierda. Tampoco es que tuvimos una transición de Sanguinetti a Tabaré Vázquez, la transición brasileña fue un poquito más suave que lo que será la transición en este país. Yo creo que esta diferencia sutil tiene que ver con el tratamiento de los conflictos sociales. Sanguinetti una vez dijo una frase que para mí representa la quintaesencia del pensamiento de la derecha sobre los conflictos sociales y es: «yo nunca perdí una huelga». Como si eso fuera un valor impresionante. Es la mano dura, «yo nunca perdí una huelga», fue su primera administración. No había perdido una huelga. Ese me parece que representa el pensamiento de la derecha en relación a los conflictos sociales. Qué hace la derecha con los conflictos sociales, los desmoviliza, forma parte de su ideología. 

Por eso, buena parte del repertorio de derecha sobre las reformas económicas en nuestros países implicaban una especie de procedimiento de shock; reformas a través de procedimientos parlamentarios poco aconsejables, tales como leyes de urgencia. Una actitud de prepotencia hacia el parlamento, fue de lo más común en América Latina para implementar reformas y por supuesto desmovilizar a los sectores afectados. Eso además estaba en la letra con la cual se generó la ideología reformista de las últimas décadas. Pero esta ideología está cambiando.

¿Qué he visto yo del gobierno Lula, en este año y medio en Brasil? He visto una actitud bastante más tolerante. Ustedes me dirán: «es una diferencia sutil»; yo creo que es una diferencia fundamental. Y creo que acá hay una gama que va desde la tolerancia hasta reinstalar los Consejos de Salarios en el Uruguay. Es decir, el Uruguay tuvo sistemas de negociación colectiva y el sindicalismo uruguayo habilitaba a que ello pudiera funcionar, porque no es fácil tener una sociedad civil organizada, eso lleva mucho tiempo. Y esos Consejos de Salarios fueron desmantelados y prácticamente las últimas administraciones no han tenido ni siquiera una actitud de escucha en relación al movimiento sindical. Ya para empezar, una cierta tolerancia con respecto a los conflictos, y el gobierno Lula demostró, sobre todo, con el Movimiento sin Tierra, que eso el Uruguay no lo conoce. El Movimiento sin Tierra siempre se mueve en el límite de la ilegalidad como dice: la última lucha armada es la del Movimiento sin Tierra; invaden tierras. Y creo que la actitud del gobierno Lula en relación al Movimiento sin Tierra es bastante diferente a la que actitud de Fernando Henrique Cardoso que ya había comenzado los asentamientos, ya había comenzado la reforma agraria.

Entonces, para empezar, una actitud de tolerancia con respecto a la sociedad civil organizada, creo que a América Latina le haría un bien bárbaro para empezar, porque en realidad el legado post dictadura es el legado de «no conversamos con nadie», «no perdemos ninguna huelga». Cuanto más desmovilizados mejor. En una versión absolutamente caricaturesca de la democracia porque todo el mundo sabe que una democracia funciona mejor con una sociedad civil organizada. Y que si tenemos un buen movimiento sindical, ideologizado y político, gracias a Dios.

Entonces, esa actitud puede ir desde la tolerancia hasta incorporarlos definitivamente en la agenda de decisiones. El gobierno Lula es un claro ejemplo de un gobierno que está, que se mantiene en el medio. Pero yo es la primera vez que siento en Brasil que el Movimiento sin Tierra se sitúa en la agenda como un movimiento legítimo. Yo no digo que eso lo haya provocado el gobierno, digo que una actitud de tolerancia, simplemente de tolerancia del gobierno con respecto a los movimientos sociales puede hacerlos recuperar la legitimidad perdida porque no nos llamemos a engaño que el sindicalismo en América Latina está tan en baja como los partidos políticos. Es decir, la legitimidad de la sociedad civil en América Latina, salvo la Iglesia esta en franco descenso, los partidos políticos también, las Fuerzas Armadas no tanto. Eso es para preocuparnos con respecto a los datos de cultura política. Entonces un comportamiento distinto del gobierno con los movimientos sociales puede llevar a rejerarquizarlos y sin duda a revitalizarlos porque la actitud del Estado con respecto a los movimientos sociales es vital para su propia existencia como lo sabemos quienes vivimos en la dictadura. 

Entonces, ¿van a ser diferentes los gobiernos?, ¿va a ser diferente la relación entre Estado y sociedad civil con un gobierno progresista? Mi respuesta es sí. En qué, sin duda en el tema del manejo del conflicto político y en el tema de las políticas sociales. Y el cuánto va a depender primero de quien gobierne, de cómo sea la ecuación de gobierno y acá hay que ser un poquito más clemente también con el caso brasilero, hay que pensar que el PT sólo tiene el dieciocho por ciento del Parlamento, entonces no tiene por que llevarse todas las culpas. Un gobierno que como gobierno nace débil porque necesita coaligarse con todo el mundo para poder gobernar. Entonces cuan distinta sea va a depender de la fuerza del gobierno, va a depender de los márgenes de maniobra económico, que yo creo que están absolutamente reducidos y también va a depender de la fuerza de la sociedad civil como colocaron todos los conferencistas que me antecedieron.

A manera de breve conclusión

Cecilia Alemany

Coordinadora del Programa Integración, Mercosur y Sociedad Civil del Centro Latinioamerciano de Economía Humana/CLAEH
Máster en Prospectiva Internacional por la Universidad de la Sorbonne/Paris V.
Licenciada en Relaciones Internacionales por la Universidad de la República/UdelaR-Uruguay.

A modo de cierre de estas conferencias quisiera compartir que desde las distintas perspectivas, visiones y vivencias podemos concluir que tenemos algunas capacidades .Tenemos justamente la capacidad de generar grandes expectativas, la capacidad de generar tecnocracias y coaliciones improductivas. También nuestras sociedades tienen, por lo presentado aquí, algunas incapacidades. La primera que identificamos es la incapacidad de procesar estas grandes frustraciones combinado con la incapacidad de pensar seriamente en la reforma del Estado y de generar alternativas o paradigmas que posibiliten sociedades más equitativas o menos injustas. Desde la sociedad civil en su sentido amplio -porque aquí hemos hablado desde las ONGs o la Universidad- pero en la sala también hay miembros y representantes de las cooperativas y los sindicatos,  nos interpela esta necesidad de concebirnos como actores de las transformaciones sociales como planteaba Luis Magallón, y esto incluye también la política externa en un mundo globalizado y abandonar la visión paternalista y cómoda de esperar que el cambio venga del Estado, sea cual sea su rótulo, ya que en América Latina, como vimos desde el inicio de las presentaciones, más que «Estados de bienestar» estamos enfrentados a «Estados de malestar». En este contexto, con estas visiones, vivencias y análisis diferentes, finalizamos este intercambio.

� Se refiere a la Ley de Seguridad Reproductiva rechazada por la Cámara de Senadores de Uruguay en mayo de 2004.





PAGE  
12

